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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:	HOMICIDIO CULPOSO EN ATENCIÓN MEDICA / DEBER OBJETIVO DE CUIDADO /  ELEMENTOS REQUERIDOS PARA QUE SE ESTRUCTURE LA RESPONSABILIDAD PENAL / VALORACIÓN PROBATORIA.

De conformidad con lo preceptuado por el artículo 381 de la Ley 906/04, para proferir una sentencia de condena es indispensable que al juzgador llegue el conocimiento más allá de toda duda, no solo respecto de la existencia de la conducta punible atribuida, sino también acerca de la responsabilidad de las personas involucradas, y que tengan soporte en las pruebas legal y oportunamente aportadas en el juicio.(…)

Pero para que ese aspecto objetivo pueda concretarse en responsabilidad penal a título de infracción al deber objetivo de cuidado, se debe establecer, además, lo siguiente: (i) que el profesional de la medicina garante de la recuperación estuviese consciente y seguro que lo que tenía en frente era en verdad una “apendicitis” para proceder en consecuencia, y para ello, según el experto forense, se tenía que valer de los datos clínicos que la realidad existente le ofrecía; (ii) que su obrar no se ajustó a la lex arti  en el sentido de no acatar las reglas de su profesional en el caso específico; y (iii) que el resultado dañoso le era adjudicable por estar dentro de su órbita de atención.

Esas tres exigencias son indispensables habida consideración a que de por medio existen y salen al paso los siguientes principios que se deben respetar: (i) el de la individualización o personalización de la responsabilidad penal…; (ii) el de la cooperación médica con división de trabajo…; y (iii) el de la confianza legítima, en cuanto cada profesional que interviene en esa actividad de medio, está autorizado a confiar que los demás también cumplirán su parte en pro del objetivo final. (…)

En criterio del Tribunal, no solo hay que admitir, se repite a falta de prueba en contrario, que el médico aquí comprometido si hizo lo que según el peritaje oficial tenía que hacer en un caso como este, es decir, dar la orden para que la paciente fuera valorada por CIRUJANO con miras a descartar una intervención quirúrgica; sino que además, se tiene que aceptar que no era él quien tenía que estar pendiente de que esa orden se cumpliera en forma efectiva…
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  ACTA DE APROBACIÓN No 323
  SEGUNDA INSTANCIA


	Fecha y hora de lectura: 
	Abril 02 de 2019. 9:01 a.m.

	Acusado: 
	JARP

	Cédula de ciudadanía:
	14.443.860 de Cali (V.)

	Delito:
	Homicidio culposo

	Víctima:
	Menor F.E.M.M. con 15 años de edad para la época de los hechos.

	Procedencia:
	Juzgado Segundo Penal del Circuito con función de conocimiento de Pereira (Rda.)

	Asunto:
	Decide apelación interpuesta por la Fiscalía y el apoderado de víctimas contra la sentencia absolutoria de fecha diciembre 12 de 2018. SE CONFIRMA



El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira pronuncia la sentencia en los siguientes términos:

1.- hechos Y precedentes

La situación fáctica jurídicamente relevante y la actuación procesal esencial para la decisión a tomar, se pueden sintetizar así:

1.1.- De la información contenida en el escrito de acusación, se aprecia que a raíz de los dolores abdominales que presentaba la joven F.E.M.M., fue llevada en abril 21 de 2010 al hospital de Santa Cecilia y de allí enviada al de Pueblo Rico (Rda.), donde permaneció hasta el día 23 para luego darle de alta, pero al persistir su malestar fue nuevamente llevada a dicho hospital en abril 25 y se ordenó remitirla a Pereira con diagnóstico de “apendicitis”. Fue atendida inicialmente en el Hospital Universitario San Jorge por el médico JARP y posteriormente por la profesional PAULA ANDREA APARICIO MENDOZA, sin que ninguno de ellos dejara notas ni constancias para demostrar que solicitaron un cirujano para la valoración de la paciente quien falleció al día siguiente en horas de la mañana. Se estableció en el protocolo de necropsia como causa muerte: peritonitis secundaria a apendicitis perforada con pioperitoneo.

1.2.- Como consecuencia de lo anterior y una vez desarrollado el programa metodológico de investigación, a instancias de la Fiscalía se llevaron a cabo las audiencias preliminares ante el Juzgado Quinto Penal Municipal con función de control de garantías de Pereira (marzo 24 de 2015), por medio de las cuales se les imputó a los médicos JARP y PAULA ANDREA APARICIO PEDROZA coautoría en el punible de homicidio culposo del que fuera víctima la menor F.E.M.M., de conformidad con lo prescrito en el artículo 109 C.P., cargos que NO ACEPTARON por ninguno de los indiciados. 

1.3.- Ante ese no allanamiento, la Fiscalía presentó formal escrito de acusación (junio 23 de 2015) en contra de los comprometidos, cuyo conocimiento correspondió al Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira, autoridad que convocó para las audiencias de formulación de acusación (enero 19 de 2016) y luego de diversos aplazamientos se realizó la audiencia preparatoria (diciembre 02 de 2016). En junio 13 de 2018 el Juzgado Cuarto Penal del Circuito decretó la preclusión a favor de la médico PAULA ANDREA APARICIO PEDRAZA, por lo cual se desvinculó de esta acción y se continuó el presente trámite únicamente frente el galeno JARP, para finalmente llevarse a cabo el juicio oral (octubre 22 y 23 de 2018) a cuyo término se emitió un sentido de fallo de carácter absolutorio, y en diciembre 12 de 2018 se profirió la respectiva sentencia.

1.4.- Para llegar a la anterior determinación, la a quo, luego de analizar las pruebas allegadas a juicio oral, consideró que no existía duda alguna que el fallecimiento de la menor obedeció a una falta de atención médica adecuada y hubo desconocimiento de la lex artis, ya que ante el dolor agudo en el abdomen de F.E.M.M. con varios días de evolución, y el resultado de los exámenes de leucocitos, todo indicaba que el cuerpo trataba de controlar una infección. Lo dicho, aunado a la impresión diagnóstica de “apendicitis” de parte del galeno de Pueblo Rico, daba lugar a que la paciente fuera valorada por un cirujano al llegar al Hospital San Jorge, lo cual nunca sucedió. En síntesis, no existía duda alguna respecto al actuar negligente en el presente asunto, y que el fallecimiento se debió a una infracción al deber objetivo de cuidado.

Empero, la sentenciadora destacó que en el ejercicio de la medicina rige el principio de confianza, acorde con el cual cada profesional confía en que su par efectuará en debida forma su función, y en el debate probatorio se acreditó que el médico JARP, quien prestaba sus servicios en el Hospital San Jorge para abril 25 de 2010, valoró a la menor a su llegada, revisó la historia clínica del Hospital de Pueblo Rico, y con fundamento en la sintomatología y resultados de los exámenes consignó como impresión diagnóstica: “infección vías urinarias”, por lo cual ordenó otros análisis de laboratorio y valoración por cirugía.

De conformidad con  las notas de enfermería -donde se dejó el plan de manejo, entre ellas la revisión por cirugía, exámenes de laboratorio, y una ecografía abdominal-, se puede establecer que el médico acusado cumplió con su deber, sin que interese a esos efectos que no haya sido formal con la familia de la joven, porque aunque ese proceder pueda tildarse de antiético para un profesional de la salud, ello per se no es indicativo de una falta a los deberes profesionales o que no haya realizado las labores que debía realizar.

Pretender que el galeno JARP se apersonara de la situación de la joven -como lo refirieron Fiscalía y apoderado de víctimas-, y que estuviera pendiente que se valorara por cirujano y demás procedimientos, es desproporcionado y rebasa su competencia, en tanto prestaba turno en atención de urgencias, y es un hecho de público conocimiento que tal Unidad en el Hospital San Jorge es muy congestionado, a consecuencia de lo cual tenía que continuar con el cumplimiento de su deber y atender a otros pacientes. 

En este caso la menor fue dejada en observación a cargo de otra profesional, quien verificaría que se acatara el plan ordenado, el cual incluía tanto la revisión por cirugía como la toma de ecografía intestinal -que no se realizaron-, y solo se cumplió con los exámenes de laboratorio que revisó la médico al día siguiente en horas de la madrugada, cuando ya nada se podía hacer.

A pesar de evidenciarse que hubo negligencia en el actuar del personal médico y de enfermería del Hospital San Jorge que prestó atención a F.E.M.M., ya que lo prioritario era la valoración por cirugía, la cual no se hizo y tal omisión conllevó al deceso por cuanto la falta de procedimiento quirúrgico implicó el choque séptico -a raíz de la inflamación del apéndice que generó un proceso infeccioso-, tal conducta omisiva no le es atribuible al acusado, en tanto en dicho comportamiento descuidado incurrieron las restantes personas que la atendieron en forma posterior.

En este asunto no se tiene el conocimiento más allá de toda duda razonable para sustentar una condena, ya que no se demostró que hubiera sido el profesional JARP quien actuó con negligencia, por cuanto en cumplimiento de sus actividades confió en que sus pares y restante personal médico desempeñarían convenientemente la función encomendada, lo que lamentablemente no sucedió y en consecuencia no se le puede responsabilizar por la desidia de otros.

1.5.- El fiscal y el apoderado de las víctimas no estuvieron conformes con tal determinación, y manifestaron que la apelarían por escrito. 

2.- Debate

2.1.- Fiscal -recurrente-

Solicita se revoque el fallo absolutorio y en su reemplazo se profiera uno de carácter condenatorio, con fundamento en lo siguiente:

Luego de abordar el principio de confianza desde el punto de vista de los tratadistas del derecho y de la jurisprudencia de la Sala de Casación Penal, señala que el Dr. JARP luego de recibir a F.E.M.M. trasladada desde el Hospital de Pueblo Rico con un diagnóstico de “apendicitis”, y de acuerdo con la guía de manejo de tal patología, la cual debía observar máxime que ya se contaba con los exámenes pertinentes y se había determinado que los leucocitos le subieron significativamente, situación que denotaba una septicemia como situación que obligaba a llevar a la menor a cirugía y para ello debió procurar su evaluación por parte de un cirujano que tenía disponibilidad las 24 horas; sin embargo, no obran registros de la presencia de tal profesional ni de que éste se haya negado a intervenir en el presente asunto. Siendo así las cosas -asegura- la responsabilidad del médico no terminaba con el simple registro en la historia clínica de que requería una tal valoración por cirugía, cuando el estado de salud de la joven era crítico, con varios días de evolución, y con un cuadro de “apendicitis”.

Estima que con el fin de evitar el riesgo y el consiguiente daño antijurídico se debía actuar conforme al principio de seguridad, y de ese modo adecuar el comportamiento a una excepcional situación en la que no tiene vigencia el principio de confianza. De ese modo al acá procesado le faltó cerciorarse acerca de si el cirujano fue informado o requerido por el personal de salud que laboraba en urgencias, lo cual no era mucho pedirle, en tanto con una sola llamada se acataba dicho mandato, sin que pueda escudarse en los demás colegas o personal y decir que por haber expedido la orden ya había cumplido.

Son muchas las vidas que se pierden en centros asistenciales por la ineficiencia del personal de salud que allí labora, sin que ello sea predicable a la falta de recursos técnicos, sino por simple y mero descuido, negligencia y/o indiferencia del recurso humano, pues la actitud asumida por el médico tratante pone de manifiesto su temperamento y queda en entredicho su actitud de cara al rol que cumplía, lo cual le impidió ser diligente y acucioso con una niña que estaba bajo su cuidado y tenía la vida en riesgo. 

El protocolo de atención de urgencias del Hospital San Jorge establece que en un caso de peritonitis debe ser inmediatamente evaluado el paciente por cirujano, y la joven venía desde otro municipio con tal diagnóstico, en estado crítico, lo que ameritaba cuidado urgente, no con una simple nota de enfermería o en la historia clínica, en tanto las mismas no solo se dan para que quede constancia de lo dispuesto, sino para que sea ejecutado, sin que la orden de valoración por cirujano termine con la reseña, la misma se debía materializar. Y es el médico tratante quien debe estar pendiente que se cumpla al tener la posición de garante frente a su paciente, por lo que debía obrar para impedir que se produjera un resultado antijurídico, el que podría haber impedido de comportarse de acuerdo con su rol de profesional en la materia.

Aunque la a quo llegó a la conclusión que en la atención brindada en el Hospital San Jorge hubo negligencia, en tanto lo primero era que el cirujano la valorara, situación que no sucedió, se trata de un argumento más que respalda su posición en el sentido que el profesional JARP debe responder por la muerte culposa de la menor. Y si en gracia de discusión se partiera de la base que estaba amparado en el principio de confianza en razón del esquema del equipo de trabajo, es evidente que impartía las órdenes que se desprendían de los análisis y lo consignaba en la historia clínica, pero él debía asumir personalmente el cuidado del paciente y tenía que estar atento a que dichas directrices se cumplieran; así que durante el lapso que la joven estuvo en su consultorio debió velar por la referida valoración, sin que existiera constancia alguna de que ello se hizo de manera efectiva, ya que simplemente remitió a la paciente con nota de “dejar en observación”, cuando lo ordenado era su revisión por cirugía, lo cual pasó inadvertido. 

2.2.- Apoderado de víctimas -recurrente- 

Solicita se revoque la decisión emitida y en su lugar se profiera un fallo de condena contra el investigado, lo que fundamenta en lo siguiente:

De acuerdo con el dictamen pericial efectuado a la menor, se aprecia claramente la negligencia por parte del médico que la atendió, en tanto al analizar si el mismo cumplió la lex artis se detecta que no obra en la historia clínica evidencia en el sentido que la víctima haya sido remitida a especialista, ni mucho menos una actitud diligente del galeno en la prestación del servicio, como se advierte de lo dicho por la madre de la afectada cuando le preguntaba por el estado de salud de su hija.

El señor JARP estuvo aproximadamente dos horas después de la valoración de la menor hasta el momento en que terminó su turno, sin que en ese lapso haya realizado ninguna actividad tendiente a que F.E.M.M. recibiera un cuidado adecuado y así evitar su muerte. Y aunque es cierto que su rol profesional es de medio y no de resultado, debe ejecutar todas las actuaciones para la atención integral de quienes acuden a su servicio.

De lo referido por la madre y la tía de la menor se puede apreciar la negligencia del médico y la desidia en brindar información acerca del real estado de salud de la paciente. Si la joven se quejaba del fuerte dolor que sentía y ello se lo ponía de presente al médico, como lo dice su señora madre, sin que este le pusiera cuidado o realizara orden para que la atendieran, en ello se refleja la negligencia y desidia. Agrega que ningún galeno se puede escudar en la “división horizontal del trabajo médico”, en tanto el hecho que la haya valorado, ordenado algunas ayudas diagnósticas, y supuestamente haber dispuesto la remisión a cirujano -la que no aparece en la historia clínica-, ahí termine su actividad sin interesarle lo que le pase al paciente después de examinarla. 

Finalmente -asegura- el que supuestamente no existiera una comunicación del médico con la madre de la menor cuando efectuaba la valoración inicial, no es óbice para que no se hubiera realizado una atención oportuna, máxime que venía del Hospital de Pueblo Rico donde se elaboró la historia clínica y en la misma se reseñaron sus síntomas y los exámenes practicados, de donde se podía determinar que el problema de salud era una “apendicitis”, y, por ende, solo restaba analizar tales documentos y establecer el procedimiento a seguir, asunto en el que no fue diligente el medico JARP, y ello conllevó al deceso de la adolescente F.E.M.

2.3.- Las partes no recurrentes guardaron silencio. Debidamente sustentados los recursos, la funcionaria de primer nivel los concedió en el efecto suspensivo y dispuso la remisión de los registros pertinentes ante esta Corporación con el fin de desatar la alzada. 

3.- Para resolver, se considera
 
3.1.- Competencia

La tiene esta Colegiatura de conformidad con los factores objetivo, territorial y funcional a voces de los artículos 20, 34.1 y 179 de la Ley 906/04 -modificado este último por el artículo 91 de la Ley 1395 de 2010-, al haber sido oportunamente interpuesta y debidamente sustentada una apelación contra providencia susceptible de ese recurso y por una parte habilitada para hacerlo -en nuestro caso la Fiscalía y el apoderado de víctimas-.

3.2.- Problema jurídico planteado

Se contrae básicamente a corroborar el grado de acierto de la providencia de primer grado en cuanto absolvió al señor JARP por la conducta de homicidio culposo en contra de la joven F.E.M.M.; o si, por el contrario, obran pruebas que determinan la responsabilidad del acusado en este caso, como lo pregonan los recurrentes. 

3.3.- Solución a la controversia

No se vislumbra, ni ha sido tema objeto de controversia, la existencia de algún vicio sustancial que pueda afectar las garantías fundamentales en cabeza de alguna de las partes e intervinientes, o que comprometa la estructura o ritualidad legalmente establecidas para este diligenciamiento, en desconocimiento del debido proceso protegido por el artículo 29 Superior.

Igualmente se avizora de entrada, que las pruebas fueron obtenidas en debida forma y las partes confrontadas tuvieron la oportunidad de conocerlas a plenitud en clara aplicación de los principios de oralidad, inmediación, publicidad, concentración y contradicción.

De conformidad con lo preceptuado por el artículo 381 de la Ley 906/04, para proferir una sentencia de condena es indispensable que al juzgador llegue el conocimiento más allá de toda duda, no solo respecto de la existencia de la conducta punible atribuida, sino también acerca de la responsabilidad de las personas involucradas, y que tengan soporte en las pruebas legal y oportunamente aportadas en el juicio.

Como se dijo, la razón que motiva el examen de la sentencia absolutoria proferida por la funcionaria de primer grado a favor del señor JARP, no es otra que determinar si en los hechos en los cuales perdió la vida F.E.M.M. le asiste responsabilidad al hoy acusado, como lo indican Fiscalía y apoderado de víctimas en su condición de sujetos recurrentes; o si, como se extrae de lo plasmado por la a quo en el fallo confutado, si bien existió negligencia en el cuidado médico brindado a la menor por parte de la institución (Hospital Universitario San Jorge, centro asistencial de tercer nivel), esa omisión culposa no puede ser atribuible al procesado en tanto en dicho comportamiento descuidado incurrieron otras personas que tuvieron a su cargo la atención en salud de la paciente.

Para dar solución al presente asunto materia de controversia, la Sala llevará el siguiente orden: (i) se abordará en nota preliminar un tema atinente a la posibilidad de una preclusión por indemnización integral de la cual se tiene conocimiento acorde con lo consignado en los registros del caso; (ii) se dirán cuáles son los hechos relevantes que se estiman plenamente establecidos y respecto de los cuales no existe controversia por las partes e intervinientes; y (iii) se expondrán los puntos esenciales de la discusión, las posiciones de las partes en conflicto respecto a ellos, lo sostenido por la funcionaria de primer nivel para llegar a la conclusión absolutoria; y, por supuesto, los argumentos que posee la Corporación frente a todo ello con miras a ratificar o infirmar lo decidido.

· Anotación previa

Se extrae de los registros, que dos fueron los profesionales de la medicina coacusados en el presente asunto, el Dr. JARP y la Dra. PAULA ANDREA APARICIO PEDRAZA, a consecuencia de lo cual el trámite de la etapa de juzgamiento se llevó a cabo de manera conjunta para los dos hasta la audiencia preparatoria. 

Ocurrió sin embargo y con sorpresa, que al comienzo del juicio oral ante el Juzgado Segundo Penal del Circuito de esta capital, el delegado fiscal le anunció a la titular de ese despacho que a favor de la comprometida APARICIO PEDRAZA se había tramitado una solicitud de preclusión por “pago integral de perjuicios”, misma que prosperó ante el Juzgado Cuarto Penal del Circuito de esta misma localidad. Frente a esa información, la titular del juzgado de conocimiento anunció que entonces el juicio se llevaría a cabo única y exclusivamente respecto a lo atinente con el procesado JARP, como efectivamente así lo fue con la aquiescencia de todos los demás sujetos procesales. 

Tal proceder genera en criterio de esta Corporación varios interrogantes: (i) ¿por qué la preclusión se llevó a cabo en un despacho diferente a aquél que había asumido el conocimiento del asunto?; y (ii) ¿esa indemnización supuestamente integral debería haber cobijado por extensión al aquí coprocesado JARP?

Respecto a lo primero, podría decirse, en principio, que eso no estaría bien en cuanto la autoridad que estaba llamada a asumir el conocimiento del período de juzgamiento era quien tenía la potestad de pronunciarse respecto a esa preclusión parcial, es decir, que quien debía efectuar el pronunciamiento en esa materia era la titular del Juzgado Segundo Penal del Circuito y no su homóloga, la titular del Juzgado Cuarto.

Y decimos que en principio, porque aunque podría pensarse que un tal proceder infringe las reglas de la competencia, es lo cierto que: (i) ambas autoridades son de igual categoría; (ii) no existe norma expresa en el procedimiento que pueda considerarse infringida por llevarse a cabo una actuación de esa naturaleza en forma independiente, porque lo ocurrido a lo que conllevaría es a una ruptura de la unidad procesal; y (iii) quizá lo que animó al fiscal a solicitar esa audiencia en forma independiente, fue evitar que surgiera para la titular del despacho de conocimiento una eventual declaratoria de impedimento.

En fin, sea como fuere, ese procedimiento en forma separada se surtió con la aquiescencia de todas las partes e intervinientes (fiscal, defensor de confianza, apoderado de la víctima, Procuradora Judicial, y, por supuesto, la funcionaria judicial que le dio su aval), sin que los citados interesados presentaran oposición alguna al respecto y menos se diera la interposición de algún recurso ordinario, horizontal o vertical.  

Al quedar en firme esa determinación, el cuestionamiento que surge es: ¿por qué no hacer efectivo ese pago integral al otro copartícipe en clara aplicación del artículo 42 de la Ley 600/00? porque recuérdese que ese fue el dispositivo aplicado por favorabilidad con fundamento en que su contenido no fue reproducido en la Ley 906/04, pero de todas formas le era aplicable a los casos regulados por la nueva codificación en virtud a su coexistencia. Y en su texto se lee: “[…] la acción penal se extinguirá PARA TODOS los sindicados cuando CUALQUIERA repare integralmente el daño ocasionado”. Es decir, que la extinción de la acción no solo aplica para el acusado que paga, sino para todos los restantes copartícipes involucrados. 

Podría igualmente pensarse que si tal postura no se dio para hacerse extensiva la preclusión a favor de los intereses de JARP, ello lo fue, quizá, en virtud a que el pago solo fue parcial y no integral como es lo exigido por la norma, a la espera de que el otro copartícipe pagara la parte que le correspondía. Posición que puede ser censurable porque en esos términos lo que debió hacer la titular del Juzgado Cuarto Penal del Circuito en criterio de la Colegiatura, era negar la preclusión en los términos solicitados, salvo que se hubiere entendido que una tal postura era posible en atención a la última parte de la norma que reza: “La reparación INTEGRAL se efectuará con base en el avalúo que de los perjuicios haga un perito, a menos que exista acuerdo sobre el mismo o el perjudicado manifieste haber sido indemnizado”, como pretendiéndose entender que hacía parte del poder de disposición o de disponibilidad que tiene la víctima de cobrar en todo o en parte la obligación, bajo las figuras de la condonación, compensación, o incluso el propio desistimiento, atinentes todas ellas a la regulación del derecho privado.

Así las cosas, ante tan particulares condiciones, no encuentra la forma el Tribunal de hacer extensiva esa preclusión por “indemnización presuntamente integral” al aquí coacusado, a consecuencia de lo cual pasará la Sala a pronunciarse de fondo con respecto a todo lo que fue tema materia del recurso de alzada. 

· Hechos relevantes plenamente establecidos

De la confrontación probatoria y de lo argumentado por cada parte en juicio, la Colegiatura puede dar por sentado desde ya, que los hechos trascendentes que no admiten discusión alguna se pueden concretar de la siguiente manera:

- La menor F.E.M. de 15 años de edad para la fecha de los hechos, presentó problemas de salud y fue trasladada al centro asistencial San Rafael ubicado en el municipio de Pueblo Rico (Rda.). Allí fue atendida en dos ocasiones, en la primera oportunidad se le dio de alta, y en un segundo ingreso se obtuvieron algunos resultados de laboratorio, los que, junto con la valoración clínica respectiva, arrojó como resultado una “impresión diagnóstica” de “abdomen agudo por apendicitis” con una semana de evolución; a consecuencia de lo cual se dispuso su traslado de urgencia hacia un centro de salud de tercer nivel, en nuestro caso el Hospital Universitario San Jorge -en adelante H.U.S.J.- ubicado en esta capital.

- La paciente arribó al H.U.S.J. en abril 25 de 2010 a eso de las 16:21 -04:21 p.m.-, y fue atendida en la Unidad de Urgencias por el aquí procesado JARP en su condición de médico general adscrito a esa institución, quien efectuó la consulta respectiva y su “impresión diagnóstica” se dejó consignada como “infección urinaria”. A continuación la adolescente fue trasladada en camilla por una auxiliar de enfermería rumbo a la sala de Observación de Mujeres, en donde quedó a disposición de la profesional de la medicina Dra. PAULA ANDREA APARICIO PEDRAZA.

- A la menor no se le hizo ninguna revaloración sino pasadas cerca de 12 horas después, es decir, ya en la madrugada del día 26 de abril de 2010, no obstante que su cuadro clínico había empeorado, como quiera que se supo desde su llegada al H.U.S.J. que el nivel de leucocitos era alto y denotaba una severa infección, lo cual empeoró según los exámenes de laboratorio ordenados y cuyos resultados se obtuvieron apenas pasada una hora de su llegada a esta capital[footnoteRef:1].    [1:  El conteo de leucocitos a su llegada marcaba 25.000, y las alertas se enciende a partir de los 12.000 según lo explicó el Médico Legista, con el agravante que una hora después de su llegada a Pereira los resultados de laboratorio ya marcaban 31.000.] 


- El médico JARP luego de atender a la menor, continuó entrando y saliendo de su consultorio para prestarle asistencia a los demás pacientes que ingresaban por urgencias, y se retiró de las instalaciones a las 7:00 p.m. que era la hora en que terminaba su turno. 

- Con posterioridad se supo que la adolescente se complicó en horas de la madrugada del día siguiente -26 de abril/10-, porque presentó vómito y finalmente falleció a eso de las 08:55 a.m., sin que hicieran efecto las maniobras de reanimación y sin ser atendida previamente por un médico CIRUJANO como era lo esperado en su caso; todo ello, muy a pesar de que el H.U.S.J. contaba con este profesional especializado las 24 horas.

- Según el resultado de la necropsia, la causa del deceso fue muerte natural por: “peritonitis secundaria a apendicitis perforada con pioperitoneo”, y se aclara que sí existe relación de causalidad entre la atención prestada y el fallecimiento.

- Se parte del entendido que negligencia en la atención si hubo, toda vez que de haber sido llamado un CIRUJANO para que valorara a la paciente de manera oportuna, muy seguramente el resultado fatal no se habría producido, como quiera que, al decir del perito forense: el resultado muerte era EVITABLE. 

· Puntos en discusión y posición de las partes frente a ellos

Al tenerse claro que una falla en el servicio sí se presentó, nadie lo niega, todo lo que es materia de confrontación jurídica gira en torno a definir en cabeza de quién está la falla médica por negligencia o infracción a la lex arti, es decir, cuál de los profesionales de la salud que intervinieron en la atención deben responder por el resultado; o si, por el contrario, ninguno de ellos es culpable y la responsabilidad radica única y exclusivamente en la entidad prestadora de servicios por su inoperancia administrativa. 

En ese sentido los interrogantes serían: ¿es culpable el médico que atendió en un primer momento a la paciente cuando fue recibida en la Unidad de Urgencia, es decir, el aquí acusado?, ¿su responsabilidad es compartida con la médico que estaba al cuidado de la Unidad de Observación a donde fue remitida y finalmente falleció la paciente; o por el contrario, la actividad o inactividad de esta última profesional excluye o exonera la del aquí enjuiciado?, o si ¿ninguno de los médicos que intervino en forma escalonada en esa atención debe asumir un compromiso penal por acción o por omisión, en cuanto el resultado luctuoso recae en la institución porque los servicios de asistencia administrativos encargados de gestionar las órdenes médicas no fueron cumplidas, entre ellas muy particularmente la asignación de un CIRUJANO cuya presencia se hacía indispensable?

El delegado fiscal y el apoderado de víctimas enfilaron baterías en contra del procesado JARP con fundamento en que durante esas dos horas posteriores a la atención de la paciente, es decir, el tiempo que le restaba para completar su turno, pudo hacer algo más por ella, concretamente pedir por todos los medios a su alcance y con insistencia, la presencia de un cirujano cuya valoración se hacía indispensable según lo indicado en manuales, pautas y protocolos de atención en urgencia para un caso de “abdomen agudo por apendicitis”. Ello, con fundamento en que la joven ya venía trasladada con unos exámenes de laboratorio, y de conformidad con esos resultados debía dársele prelación a la “impresión diagnóstica” de “apendicitis” que había sido insinuada por el médico remitente del Hospital San Rafael de Pueblo Rico (Rda.), como quiera que los leucocitos ya estaban altos y de allí se podía detectar una severa infección, sin que fuera necesario emitir más órdenes de laboratorio en la forma en que se hizo. Por demás se añade, que quedan dudas respecto a si en verdad el médico JARP dio la orden para una valoración por CIRUJANO; y si en gracia de discusión así se admitiera, no podía conformarse el galeno con emitir dicha orden, porque su deber era estar pendiente a que en verdad esa valoración por parte del especialista se ejecutara en forma efectiva. 

Por su parte, la defensa secundada finalmente por la sentenciadora, fueron del criterio que el médico involucrado hizo todo lo que estaba a su alcance y dentro de su rol funcional. Así que si el deceso se dio por una falta de la debida asistencia o una negligencia en el obrar -entiéndase omisión-, concretamente la no valoración por un médico CIRUJANO era una situación que escapaba a las tareas propias que le habían sido asignadas al profesional aquí acusado JARP. Y para ello se asegura que el médico general hizo lo que le correspondía en cuanto de su análisis concluyó que se trataba de una “infección urinaria”, lo cual en realidad era totalmente verídico, y por tanto estimó que requería de otros exámenes de laboratorio los cuales dispuso con miras a confirmar o descartar su hipótesis, concretamente exámenes de sangre y orina, al igual una prueba de embarazo, una ecografía abdominal, y una valoración por CIRUJANO, sin que estos dos último finalmente se llevaran a cabo por circunstancias ajenas a su voluntad.

Se señala por tanto, que no era del resorte del procesado estar pendiente de localizar al CIRUJANO, porque de ello debían apersonarse no solo la médico encargada de la Unidad de Observaciones a donde pasó la paciente -Dra. PAULA ANDREA APARICIO PEDRAZA-, sino que igualmente esto hacía parte de la responsabilidad del área administrativa del H.U.S.J., y ya se sabe que aquí no se está juzgado al Hospital como institución, sino única y exclusivamente a la persona del médico JARP.

· Postura del Tribunal

Para la Corporación, como no podía ser de otra manera, quedó demostrada una falla del servicio por la inadecuada atención de la paciente F.E.M. Y así es porque a las precarias condiciones en las que llegó al centro asistencial, según lo dio a conocer el médico forense en su experticia, se sumó no solo una inatención durante al menos 12 horas en las cuales no fue revalorada por un médico, sino que a la vez estuvo pendiente de que su estado de salud fuese examinado por un médico especialista en CIRUGÍA general, como era lo recomendado por las guías hospitalarias para una situación como esta. En ese sentido recapitulemos lo siguiente:

La joven presentaba un dolor agudo en el abdomen compatible con apendicitis, síntoma que tenía una evolución de una semana. Hasta allí, desde un punto de vista netamente objetivo, daría lugar a pensar sin lugar a equívoco alguno –como lo consideran fiscal y apoderado de víctimas- que el tiempo apremiaba y se debía disponer, antes que nada o primero que todo, la presencia de un CIRUJANO que confirmara o descartara la necesidad de una intervención quirúrgica (el médico general debía limitarse a ordenar valoración por cirujano, ya que solo este especialista podía definir finalmente si se requería o no un procedimiento quirúrgico). Ese era el proceder que se esperaba de los médicos de turno al decir del Instituto de Medicina Legal.

Pero para que ese aspecto objetivo pueda concretarse en responsabilidad penal a título de infracción al deber objetivo de cuidado, se debe establecer, además, lo siguiente: (i) que el profesional de la medicina garante de la recuperación estuviese consciente y seguro que lo que tenía en frente era en verdad una “apendicitis” para proceder en consecuencia, y para ello, según el experto forense, se tenía que valer de los datos clínicos que la realidad existente le ofrecía; (ii) que su obrar no se ajustó a la lex arti  en el sentido de no acatar las reglas de su profesional en el caso específico; y (iii) que el resultado dañoso le era adjudicable por estar dentro de su órbita de atención. 

Esas tres exigencias son indispensables habida consideración a que de por medio existen y salen al paso los siguientes principios que se deben respetar: (i) el de la individualización o personalización de la responsabilidad penal, ya que cada quien solo responde por su propia culpa o de las circunstancias que le puedan ser comunicables; (ii) el de la cooperación médica con división de trabajo, dado que un solo profesional no está en capacidad de encargarse de todos los pormenores que requiere una debida asistencia; y (iii) el de la confianza legítima, en cuanto cada profesional que interviene en esa actividad de medio, está autorizado a confiar que los demás también cumplirán su parte en pro del objetivo final. 

Para el caso singular cabe preguntar: (i) ¿el acusado estaba firme y seguro que se encontraba en presencia de una “apendicitis”, o las condiciones particulares del caso permitían una segunda opinión; (ii) ¿obró en debida forma a consecuencia de ese conocimiento ilustrado, o le era exigible un proceder diferente; (iii) ¿cumplió su cometido en forma diligente o desatendió las guías que orientan la atención intrahospitalaria de urgencia en el asunto encomendado; y, finalmente (iv) ¿el resultado luctuoso le es adjudicable a título de culpa?

Para intentar resolver en forma razonable la encrucijada, hay que entender de entrada que aquí lo que sucedió no fue en realidad un trabajo mancomunado, como se quiere hacer notar, sino una cadena de intervenciones sucesivas pero independientes en el tiempo y por parte de diferentes personas, aunque, por supuesto, con una finalidad común: recuperar la salud de la paciente. 

Siendo así, no puede sostenerse sin violar el principio de la individualización o personalización de la responsabilidad penal, que por la negligencia de unos tengan que responder todos por el simple hecho de tratarse de un colectivo, porque incluso, en aquellos actos quirúrgicos en los cuales participan varios profesionales de la salud, no todo lo que uno haga desencadena una responsabilidad compartida. Piénsese por vía de ejemplo, que el cirujano no tiene por qué responder de la gestión llevada a cabo por el anestesiólogo, ni ninguno de los dos tiene por qué responder por la adecuada asepsia de los instrumentos que les pasa el asistente, instrumentador o auxiliar de enfermería, ya que cada uno se hace cargo de lo propio pero a su vez confía en el proceder de quienes concurren al acto con similar propósito.

Y para romper de tajo una tal comunicabilidad de responsabilidades, basta sostener que en este evento específico caso se estableció que una era la sección de CONSULTA que estaba para ese instante en cabeza del médico general JARP, y otra la sección de OBSERVACIÓN DE MUJERES que atendía la Dra. APARICIO PEDRAZA. Por demás, sus actividades no eran permanentes, porque la labor se encontraba dividida en turno. Significa ello, que ninguno de los involucrados podía estar en todas partes, ni en todo momento. Y si bien lo ideal es que fuese un solo médico quien atendiera de manera permanente a la paciente desde su llegada hasta su cabal recuperación, la realidad enseña que eso no es así, o al menos no en el Centro de Salud al cual nos estamos refiriendo. 

Es forzoso por tanto, como lo solicitó la defensa y lo concluyó la juzgadora, que aquí se hace indispensable deslindar la actividad de cada uno de los comprometidos, y en ese sentido se tiene:

Aunque en principio y a simple vista podría asegurarse que se tenían elementos de juicio para sostener que el médico JARP debió precaver que la paciente padecía una “apendicitis” y que era de esperarse una perforación con las consabidas consecuencias fatales, la realidad procesal enseña que eso no era absolutamente así. Y no lo era porque el propio testigo clave de la acusación, nos referimos al médico legista Dr. GABRIEL ANDRÉS DÍAZ BETANCUR, dejó abierta la posibilidad de que dadas las circunstancias particulares del presente asunto, era perfectamente comprensible que el médico que la atendió pudiera confundirse en el diagnóstico clínico, ya que lo único cierto era que existía una evidente infección abdominal, pero la causa de ese ataque bacteriano podía ser en verdad múltiple, entre ellas la “infección urinaria” a la que se refirió el médico general JARP. Además, en esa estimación entraba en juego una anomalía anatómica bien singular detectada en el cuerpo de la adolescente F.E.M. al momento de la necropsia, porque allí pudo apreciar que la paciente poseía un apéndice alargado que medía 17 cms, el cual se extendía en ascenso y terminaba en el hipocondrio derecho, es decir, datos inusuales no clásicos, que pudieron dar lugar a un error comprensible en el diagnóstico de parte del aquí acusado -entiéndase falso juicio de apreciación o valoración-; tanto así, que los exámenes de laboratorio que ordenó al ingreso al H.U.S.J. eran totalmente comprensibles: examen de sangre y orina, ecografía abdominal, examen de embarazo, y supuestamente según se analizará a continuación: una valoración por CIRUJANO.

Si se quisiera hacer caso omiso de esa realidad probatoria en cuanto a un potencial y comprensible error en el diagnóstico dadas las circunstancias particulares del caso, de todas forma el debate tendría que reconducirse a una sola situación relevante: DETERMINAR SI EL ACUSADO NO HIZO LO QUE DEBÍA HACER ATENDIDO EL ALTO NIVEL DE INFECCIÓN QUE PRESENTABA LA PACIENTE, porque al decir del experto forense, lo más aconsejable en un evento como este era pedir la valoración por CIRUJANO a la espera de que este especialista indicara si era necesaria o no una intervención quirúrgica, porque eso era lo que se tenía que descartar en primer término. Y a ese respecto se tiene lo siguiente:

Tanto el delegado fiscal como el apoderado de la víctima pusieron en entredicho o en tela de juicio la prueba de la defensa según la cual el médico JARP sí ordenó la valoración por CIRUJANO, y para ello sostuvieron que la copia del “pantallazo” de una parte de la historia clínica que se introdujo por el Ingeniero perteneciente al área de Gestión Informática del H.U.S.J., señor ROBER LÓPEZ HERNÁNDEZ, en donde se hacía constar que esa orden sí había sido emitida por el galeno aquí comprometido[footnoteRef:2], no ameritaba confianza por dos motivos: el primero, porque allí aparecía una hora de elaboración de ese documento equivocada, ya que figuraba como elaborado a las 10:48 a.m. de ese 25 abril de 2010, cuando es sabido que la paciente solo arribó a esta capital procedente de Pueblo Rico a las 4:21 p.m.; y el segundo, porque esa parte de la historia clínica no se conoció por la Fiscalía cuando se solicitó, y por lo mismo no fue puesta de presente al médico legista para su dictamen. [2:  Según el testigo en su condición de Jefe del Área de Gestión Informática, el documento aportado al juicio corresponde a un “pantallazo” de consulta obtenido del aplicativo “dinámica gerencial” que se lleva en el H.U.S.J., y en el constaba que por parte del aquí procesado RP se había dejado consignado en la historia clínica: “Nada vía oral, valoración por CX”, y esa CX significaba en términos de la praxis médica la necesidad de una valoración por CIRUJANO.] 


No obstante lo anterior, fue el propio delegado fiscal quien al final de su argumentación tuvo que admitir que al menos en ese punto existía una duda probatoria insalvable. Luego entonces, siendo así como en efecto lo es, hay lugar a aceptar que esa duda debe ser resuelta a favor del incriminado. Pero a más de ello, la Sala observa que una tal orden de parte del procesado al parecer sí fue emitida, como quiera que según lo relatado por el médico forense, si bien dentro de la historia clínica que le fue remitida y analizó, no se encontraba el formato de interconsulta que se acostumbra llenar para esos efectos, lo que sí apreció el experto forense fueron varias Notas de Enfermería, y en una de ellas, concretamente en la primera que aparecía elaborada a las 20:30 horas -08:30 p.m.-, sí se hizo constar que existía orden para valoración por CIRUJANO. En consecuencia, este dato permite asegurar, en criterio del Tribunal, que si esa Nota de Enfermería existió fue porque tenía su origen en una orden médica previa en tal sentido, y que quien la emitió fue muy seguramente el profesional de la salud aquí procesado, o al menos no existe prueba en contrario a ese respecto.

Y si esa es la obligada conclusión a la que se tiene que llegar, entonces lo que resta es resolver el enigma según el cual: ¿EL MÉDICO ACUSADO TENÍA QUE VIGILAR QUE ESA ORDEN QUE EMITIÓ FUERA CUMPLIDA? Y en ese sentido hay que recordar que el argumento central o principal en contra del procesado tanto por parte de la Fiscalía como del apoderado de la víctima, es que el aquí comprometido no se podía escudar en haber emitido esa orden de valoración por CIRUJANO, ni en que otra médica encargada de la sección de Observación de Mujeres era quien debía responder de ahí en adelante, porque ni una ni otra cosa sirven para exonerarlo de culpabilidad, como quiera que debía permanecer al tanto de su paciente hasta que esa orden se cumpliera. Como quien dice que no se podía ir para la casa luego de cesar su turno, y debió utilizar el teléfono o cualquier otro medio a su alcance no solo para localizar a un CIRUJANO sino para hacerlo comparecer, o de lo contrario estaba en el deber de dejar constancia que el especialista no atendió ese llamado. Todo lo cual no dudó en calificar el defensor como una aseveración INSÓLITA.

En criterio del Tribunal, no solo hay que admitir, se repite a falta de prueba en contrario, que el médico aquí comprometido si hizo lo que según el peritaje oficial tenía que hacer en un caso como este, es decir, dar la orden para que la paciente fuera valorada por CIRUJANO con miras a descartar una intervención quirúrgica; sino que además, se tiene que aceptar que no era él quien tenía que estar pendiente de que esa orden se cumpliera en forma efectiva, por las razones que a continuación se exponen:

Lamentablemente la Fiscalía no probó, como era su deber, en cabeza de quién estaba el deber de ejecutar la orden médica a la cual nos estamos refiriendo, lo mismo que las restantes que fueron emitidas, como por ejemplo la ecografía que tampoco nunca se realizó. Y en ese sentido adquiere relevancia la aseveración del defensor cuando aseguró que eso no era un deber de su representado sino una obligación de los funcionarios administrativos del Hospital.

Afirmación a la que debe agregar la Colegiatura, lo siguiente: Si se mira bien el contenido de las pruebas estipuladas y que fueron reseñadas en el juicio, en una de ellas se asegura que la referida orden para CIRUGÍA en verdad sí se dio, pero por razones que se ignoran no fue registrada. Nos referimos al contenido del oficio del Subgerente Asistencial del H.U.S.J. en el cual se afirmó que sí se solicitó valoración por cirujano, pero no obstante no reposa registro de dicha solicitud. Afirmación que debe tildarse por lo menos de extraña, porque tampoco nunca se estableció en juicio cuál es la diferencia entre emitir una orden de esa naturaleza y su registro, o qué pasos consecutivos se deben seguir entre la emisión y el registro con miras a cumplir ese propósito, porque no es lógico ni atendible que si se emite una orden médica la misma no se registre. Además, en caso de que ello no ocurra quién o quienes deben responder por esa falla en el servicio. 

Como fácil se observa, todo lo indicado lleva inmersa una sola conclusión inevitable: HUBO DESORDEN ADMINISTRATIVO EN EL MANEJO DE LA INFORMACIÓN, y ello, que se sepa, no le puede ser adjudicable al aquí procesado ya que al respecto no existe prueba concreta que lo incrimine.

Lo dicho, con mayor razón si tampoco quedó claro en el juicio ya que no se indagó expresamente al perito forense a ese respecto, si una “infección urinaria” -que recordemos fue la “impresión diagnóstica” que en su sano criterio apreció el aquí procesado ante el no hallazgo de signos claros de irritación peritoneal que debía ser confirmada-,  también requería intervención urgente por parte de un CIRUJANO, no obstante que el cuadro clínico de origen hablaba de “apendicitis” y que ésta por supuesto sí necesitaba urgente intervención. Todo ello, para ajustar lo sucedido a lo que en su mente tenía el acusado, porque ya se sabe que no es correcto hacer un análisis del tipo subjetivo ex post, sino que el reproche de culpabilidad tiene que hacerse en un estudio ex ante ubicado el juzgador en lo que tenía en mente el acusado para el instante en que la infracción se cometió.

No es válido tampoco, por supuesto, pretender que luego de efectuar la CONSULTA a la paciente, y de que la misma fuera remitida con las respectivas órdenes a la sección de OBSERVACIÓN donde había otra médica encargada de la atención, el aquí acusado tuviera que permanecer indefinidamente en un turno que para él ya había cesado, a la espera de que apareciera el CIRUJANO cuyo llamado era al parecer del resorte de una dependencia administrativa del Hospital. 

Para rematar, queda claro que lo atinente a la desatención que sufrió la víctima durante 12 horas al no ser “revalorada en forma frecuente como correspondía” por ningún médico -el forense estableció que la menor F.E.M. solo fue evaluada en dos ocasiones, una al momento del ingreso por parte del aquí procesado (a las 16:30 horas), y otra en forma tardía a las 5:00 a.m. por la médico que estaba encargada de la Unidad de Observaciones antes del paro cardiorespiratorio-, menos por el CIRUJANO cuya presencia se hacía indispensable[footnoteRef:3] cuando permanecía en la sección de OBSERVACIONES en condiciones infrahumanas, tal cual lo destacó el perito al sostener que esto constituyó indudablemente una desidia generadora de evidente negligencia, no puede ser achacado al procesado JARP, porque sin lugar a dudas para ese período el profesional ya había culminado hacía rato su turno y estaba haciendo uso del correlativo descanso.  [3:  Aseguró el experto de Medicina Legal, que conforme lo enseñan las guías de atención en urgencia, la valoración por el especialista en cirugía general: “disminuye en forma notable las complicaciones”.] 


Al quedar constatada de ese modo la inexistencia de un obrar imprudente o de una omisión por negligencia en cabeza del acusado, lo que procede es la confirmación del fallo confutado por medio del cual la titular del juzgado de conocimiento concluyó que lo que procedía era la absolución del justiciable. 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA el fallo materia de apelación por medio del cual el Juzgado Segundo Penal del Circuito de esta capital absolvió al procesado JARP de los cargos enrostrados por un presunto delito de homicidio culposo en la persona de la menor F.E.M.

La determinación queda notificada en estrados y contra ella procede el recurso extraordinario de casación que de interponerse deberá hacerse dentro del término de ley.

Los Magistrados, 



JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE		        JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ



MANUEL YARZAGARAY BANDERA

La Secretaria de la Sala,
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